AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN Nº --- DE ----------------------

HECHOS

PRIMERO.- La comarca de Tierra de Campos, en especial las provincias de Palencia y Valladolid, vienen padeciendo desde finales de verano de 2006 una explosión demográfica de un pequeño arvicólido, el topillo campesino (Microtus arvalis), cuyas poblaciones están siendo responsables de daños –que no han sido cuantificados mediante una correcta peritación– en varios tipos de cultivos, principalmente cereales y alfalfa. No existe tampoco ningún estudio detallado por parte de alguna administración donde se determine con precisión el área de afección de los daños de los topillos o información sobre la abundancia local del roedor (municipios más afectados, densidades por cultivos, etc.).

Como consecuencia de los daños causados por el topillo campesino, las organizaciones agrarias han exigido a la Junta de Castilla y León el tratamiento de los campos para poder controlar los micromamíferos. La Junta de Castilla y León, a través de la Consejería de Medio Ambiente ha optado por autorizar el empleo de una sustancia química, la clorofacinona y será la Consejería de Agricultura y Ganadería la que articule la logística que permitirá la distribución del veneno.

El tratamiento propuesto de aplicar por la Consejería de Medio Ambiente es una distribución masiva de la clorofacinona. El compuesto se mezcla con semillas de cebada o trigo, con una dosificación de 20 kg/hectárea a los que se añadirán 600 cc de clorofacinona. El cebo será distribuido por las juntas agropecuarias locales mediante abonadoras, lo que, en nuestra opinión, hace difícilmente controlable la dosis exacta que se deberá aplicar en cada parcela.

De hecho, al día de hoy se ha comenzado a distribuir y verter la clorofacinona en determinados terrenos por parte de sus propietarios y agricultores, de manera masiva e indiscriminada, sin haber obtenido la cualificación necesaria para ello, sin llevar ningún control sobre su aplicación y sin tener en cuenta su toxicidad sobre la fauna y salud humana. La determinación de dichas personas será objeto de práctica de diligencias.

Se adjuntan, acumuladamente como DOCUMENTOS  clips de prensa donde se anuncia la elección de la clorofacinona, por parte de la Consejería de Medio Ambiente de Castilla y León, como método de control de la plaga de topillos y de comienzo de reparto del veneno, a través de la Consejería de Agricultura y de las Juntas Agropecuarias Locales.

Por parte de la Consejería de Medio Ambiente se ha obviado lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Sanidad Animal de 20 de noviembre de 2002, en tanto en cuanto, no se ha procedido a “subordinar su uso a la salud de las personas y de los animales y a su compatibilidad con el desarrollo de una agricultura sostenible respetuosa con el medio ambiente”. No se han buscado otras alternativas para la protección de la salud humana ni del medio ambiente, ni siquiera consta la existencia de estudios en éste sentido. De hecho existen otras alternativas menos tóxicas y peligrosas para el medio ambiente y la salud humana consistentes en introducir las bolas de veneno en las madrigueras de tal manera que la contaminación exterior resultaría mínima.

SEGUNDO.- La zona afectada por los daños de los topillos, aunque no ha sido cartografiada con detalle, se ha estimado en 200.000 hectáreas, buena parte de las cuales se reparten por cuatro Zonas de Especial Protección para las Aves: Nava-Campos Norte (código ES4140036), Nava-Campos Sur (ES0000216), Camino de Santiago (ES0000201) y lagunas del Canal de Castilla (ES0000205), y dos Lugares de Interés Comunitario (ES4140136) y lagunas del Canal de Castilla (ES0000205).

Se adjuntan acumuladamente como DOCUMENTOS  los formularios remitidos por la Junta de Castilla y León a la Comisión Europea para la inclusión de estos espacios en la Red Natura 2000.

Estas zonas se caracterizan por la presencia de grandes superficies de estepas cerealistas donde se asientan importantes poblaciones de especies incluidas en el anexo I de la Directiva 79/409/CEE, relativa a la conservación de las aves silvestres como pueden ser la avutarda (Otis tarda), sisón (Tetrax tetrax), aguilucho cenizo (Circus pygargus), aguilucho lagunero (Circus aeruginosus), cernícalo primilla (Falco naumanni). Además, en esta zona se encuentran dos humedales, La Nava y Boada, que acogen importantes poblaciones de aves acuáticas invernantes como es el caso del ánsar común (Anser anser), ánade real (Anas platyrhynchos), pato cuchara (Anas clypeata) o cerceta común (Anas crecca).
Se adjunta acumuladamente como DOCUMENTOS las fichas del libro “La Red de Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPA) de Castilla y León”, editado por la Junta de Castilla y León y donde se ofrecen datos poblacionales sobre las especies de aves en cada espacio.

TERCERO.- El tratamiento propuesto permite que 20 kg por hectárea de cebo mezclado con clorofacinona queden al acceso de cualquier tipo de animal terrestre. Especies granívoras como alondras (Alauda arvensis), calandrias (Melanocorypha calandra), paloma bravía (Columba livia), paloma torcaz (Columba palumbus), tórtola turca (Streptopelia decaocto), perdiz roja (Alectoris rufa), patos (Anas sp.), ánsares (Anser anser), avutarda (Otis tarda), sisón (Tetrax tetrax) o alcaraván (Burhinus oedicnemus) se verán afectadas por este tratamiento al ingerir los granos envenenados. El cebo afectará igualmente a otras especies vertebradas como es el caso de la liebre ibérica (Lepus granatensis), jabalí (Sus scrofa) y diezmará las poblaciones de otros micromamíferos granívoros reduciendo de forma importante la disponibilidad de presas para los predadores. Es previsible que especies de micromamíferos raras o escasas como la rata de agua (Arvicola sapidus) vean desaparecer sus poblaciones a nivel local.

Aunque la bioacumulación de la clorofacinona no es muy alta en las especies que la ingieren, es probable que este tratamiento masivo provoque problemas a otras especies que puedan alimentarse de presas muertas por envenenamiento, como es el caso de las rapaces diurnas y nocturnas. En estos momentos la comarca de Tierra de Campos acoge una importantísima población invernante de rapaces diurnas y nocturnas. Si estas especies se ven afectadas desaparecerán con ellos los principales predadores del topillo campesino, los cuales se comportan como el principal controlador de la plaga de este y otros pequeños micromamíferos.

CUARTO.- La clorofacinona es un producto anticoagulante de la familia de las indanonas que inhibe el metabolismo de la vitamina K y causa disminución de los factores de coagulación dependientes y causa la muerte al producir daños cardio-pulmonares y síntomas neurológicos.

La ficha de datos de seguridad para la clorofacinona elaborada por la empresa Agrochem advierte del riesgo de toxicidad oral aguda sobre las aves y estima en 10,5 días la vida media del compuesto a la intemperie, lo que supone la práctica certeza de que otras especies no-diana, como aves, liebres o conejos tendrán acceso a los cebos y sufrirán las consecuencias derivadas de su ingestión.

Es importante señalar también que la ficha de datos de seguridad indica, con letras mayúsculas, “NO INCOROPORAR A SUELOS NI ACUÍFEROS”, algo que choca frontalmente con el método de dispersión propuesto que supondrá el esparcimiento del cebo envenenado por miles de hectáreas a lo largo de la comarca de Tierra de Campos. 

Los residuos del proyecto, de acuerdo con los datos de la ficha técnica “deberán ser depositados en un recipiente seguro cerrado y ser enviados a un centro de tratamiento especializado o gestor autorizado para productos peligrosos”. Si se produce el tratamiento previsto, miles de kilogramos de clorofacinona quedarán en contacto directo con el suelo y expuestos al contacto con la tierra que sirve de base a los cultivos o su incorporación a los ríos o acuíferos por infiltración o arrastre derivado de las precipitaciones.

Se adjunta como DOCUMENTOS la ficha de datos de seguridad de este compuesto químico.

QUINTO.- Tampoco cabe obviar que la clorofacinona es muy tóxica y extremadamente peligrosa para la salud humana, produciendo efectos graves sobre ésta, tanto para los que están en contacto directo con ella,  como por los que indirectamente la pueden consumir a través de ingerir tanto animales como cereales y vegetales contaminados al aplicar en tierras de cultivo dicho producto. El informe que se adjunta como Documento nº 6 determina al respecto el que: “Estudios veterinarios recientes han revelado la toxicidad de la Clorofacinona para el ganado ovino con resultados letales en corderos que consumieron el producto. Otro colectivo que puede verse seriamente afectado en función de cómo se distribuya el veneno es el cinegético. Perdices rojas, conejos, liebres o ánsares estarán sometidos a un alto riesgo toxicológico”, todos ello, animales consumidos por el hombre. Dicho informe sigue manifestando: “A parte del potencial efecto para ganaderos y cazadores, no debemos pasar por alto quizás el riesgo más difícil de asumir por todos, y es la posibilidad de que algún niño ingiera accidentalmente el producto. Aunque las probabilidades sean realmente muy remotas ¿se puede asegurar que con los cientos de miles de kilos de veneno, que previsiblemente podrían llegar a ser distribuidos, esto no pueda ocurrir? Además, deberíamos conocer cuál es el riesgo real para las personas en el caso de ingerir carne de palomas, liebres, perdices, corderos o cualquier otro animal que haya consumido el anticoagulante en el campo”.

De hecho, en la ficha de datos de seguridad del producto (adjuntada como Documento nº 4) se determina que está compuesto por ingredientes peligrosos y que es nocivo por ingestión, estableciéndose, asimismo unas pautas de actuación en caso de intoxicación y a seguir en cuanto a su manipulación y almacenamiento como en cuanto a los controles de exposición y protección personal. Todo ello indica la alta toxicidad de dicho producto para la salud humana cuando éste se inhala es ingerido o bien se tiene contacto con él. De hecho, y debido a su alta potencia letal para el hombre y demás especies animales, se encuentra reservada su aplicación por personas que se encuentren debidamente capacitadas para su manipulación (artículo 41.1.c) de la Ley 43/2002 de 20 de noviembre de Sanidad Vegetal; Orden PRE/2922/2005, de 19 de Septiembre, por la que se modifica la Orden de 8 de Marzo de 1994, por la que se establece la normativa reguladora de capacitación para realizar tratamiento con plaguicidas; Directiva 1999/45/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo )Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y etiquetado de preparados peligrosos; la  y con sus adaptaciones al progreso técnico efectuadas por las Directivas 2001/58/CE) y 2001/60/CE, de la Comisión), de 27 de julio y de 7 de agosto de 2004 respectivamente )
.
Al respecto, cabe manifestar que el artículo 3 la Ley 11/1998 de 5 de diciembre de La Comunidad Autónoma de Castilla y León, de Defensa de los Consumidores y Usuarios determina como un derecho de éstos: “a) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad, de modo que los productos y servicios que se oferten no impliquen riesgos para los consumidores y usuarios”; y que las “Administraciones Públicas de Castilla y León en el ámbito de sus respectivas competencias vigilarán el cumplimiento de la normativa reguladora de los distintos bienes y servicios, y de modo especial: b) Los productos alimenticios, en cuanto a los requisitos exigidos reglamentariamente sobre producción, elaboración, composición, manipulación, envasado, conservación, transporte, comercialización, etiquetado e información al consumidor. d ) Los productos tóxicos o peligrosos, para que se ajusten a los requisitos de composición, envasado y etiquetado, asegurando al consumidor o usuario una adecuada información sobre la composición, propiedades, condiciones de utilización y advertencias de peligrosidad.”.
SEXTO.- Asimismo varios colectivos han solicitado a la Junta de Castilla y León que paralice la campaña de envenenamiento de topillos y proceda a realizar un estudio más detallo de las consecuencias que de dicha campaña se pueden derivar respecto de las demás especies animales así como sobre el hombre.
Se adjuntan acumuladamente, como DOCUMENTOS a las solicitudes de WWF/Adena, Grupos Ecologistas de la Región, la SECEM; y como DOCUMENTOS las Consideraciones científico-técnicas en relación a la campaña de control de la actual explosión demográfica del fopilla campesino en zonas agrícolas de Castilla y León, realizado por profesores de reconocido prestigio, integrantes de la Universidad de Valladolid, en el cual se determina expresamente que: “su aplicación masiva y sin control en una superficie tan extensa como sobre la que se propone actuar (hasta 200.000 ha), y que incluye algunas de las zonas más importantes de conservación faunística en Castilla-León, no está exenta de un alto riesgo”.

SÉPTIMO.-  El artículo 43 de la Constitución Española de 1978 reconoce: “el derecho a la protección de la salud, 2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de las medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto”

El artículo 45 de la Constitución Española de 1978, señala que: “1. Todos tienen derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. 2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”. 

Por lo tanto, tanto la salud pública como el medio ambiente en el ordenamiento español, son valores de rango constitucional, puesto que el derecho a su protección,  disfrute y conservación aparece proclamado en la Norma Fundamental. Su preservación y defensa ha sido encomendado por la Constitución a todos los poderes públicos, que deben velar por el cumplimiento de tales objetivos.

OCTAVO.- De lo anteriormente expuesto se desprende que la actuación de los denunciados, salvo ulterior calificación jurídica, pudiera ser constitutiva bien de un delito CONTRA LOS RECURSOS NATURALES Y DEL MEDIO AMBIENTE, según lo que se determina en  el artículo 325 del Código Penal y de otro delito CONTRA LA SALUD PÚBLICA conforme se señala en los artículos 365 y siguientes del mismo texto legal.
En relación al delito contra los recursos y medio ambiente la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 2 de Noviembre de 2004 determina que:  “De acuerdo a la jurisprudencia de esta Sala (SSTS 25 de octubre de 2002, 24 de febrero de 2003, 1 de abril de 2003) el tipo penal del denominado delito ecológico participa de la naturaleza de los delitos de peligro abstracto-concreto, de peligro hipotético o potencial en lo que lo característico es la aptitud de la conducta realizada para producir el peligro grave al equilibrio de los sistemas naturales. En otras palabras, no es precisa la concurrencia de un peligro concreto sobre la salud de las personas o los sistemas naturales, sino la idoneidad de la conducta para su producción, por lo que no es preciso comprobar la efectiva producción del riesgo, la concreción del mismo, sino la idoneidad de su producción desde la conducta declarada probada. La exigencia de la gravedad ha de ser concretada, en cada caso, en función de los propios parámetros típicos del artículo 347 bis, hoy 325, esto es, la afectación a la salud de las personas como las condiciones naturales del ecosistema, a la intensidad de la conducta generadora del peligro, a la calificación del deterioro como irreversible o como catastrófico y a cuantas circunstancias concurran en la conducta objeto del procedimiento. En autos consta, y la sentencia lo recoge en la fundamentación, el carácter de irreversible de los daños, incluso ha sido calificado de catastrófico, producidos, por lo que la calificación jurídica de los hechos es correcta y ningún error procede declarar sin perjuicio de la supresión de la subsunción de la continuidad delictiva”. 

En el mismo sentido se manifestó con anterioridad la Sentencia  de 30 de Junio de 2004, de esa misma Sala del Tribunal Supremo: “Para encontrar el tipo medio de la gravedad a que se refiere el art. 325 del Código Penal habrá que acudir a la medida en que son puestos en peligro, tanto el factor antropocéntrico, es decir la salud de las personas, como a las condiciones naturales del ecosistema (suelo, aire, agua) que influyen, por lo tanto, en la gea, la fauna y la flora puestas en peligro. En la STS 194/2001, de14 de febrero, se afirmó, en el mismo sentido que « el peligro equivale a la relevante posibilidad de que llegue a producirse un efecto temido. Se trata de un elemento constitutivo del tipo penal cuya concurrencia debe determinarse, en concreto, mediante la prueba... A tal efecto no puede perderse de vista que el Código penal cifra la concreción del peligro en la intensidad de la incidencia contaminante. Es el índice de ésta, cuando sea susceptible de connotarse con el rasgo típico de gravedad, el que dará relevancia penal a la conducta ». Parece seguro referenciar el criterio de la gravedad del perjuicio a la intensidad del acto contaminante, a la probabilidad de que el peligro se concrete en un resultado lesivo, en definitiva, a la magnitud de la lesión en relación con el espacio en el que se desarrolla, la prolongación en el tiempo, la afectación directa o indirecta, la reiteración de la conducta, de los vertidos, emisiones, etc., a la dificultad para el restablecimiento del equilibrio de los sistemas, proximidad de las personas o de elementos de consumo. En todo caso, estos criterios necesitan de una prueba pericial que lo exponga, al menos que el Juez sea asesorado pericialmente por expertos que expongan los criterios anteriormente relacionados y sobre los que se establezca la necesaria contradicción evitando que las percepciones del Juez se conviertan en presupuesto inseguro en la aplicación del tipo penal”.

Asimismo, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 339 del Código Penal, es necesario que se proceda cautelarmente a la inmediata prohibición a la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León a que autorice a las Juntas Agropecuarias Locales y a los agricultores el empleo de la sustancia química denominada clorofacinona y a la prohibición a la Consejería de Agricultura de la Junta de Castilla y León a que a que distribuya el veneno a las Juntas Agropecuarias Locales y a los agricultores.

NOVENO.- DILIGENCIAS A PRACTICAR. Para la comprobación del hecho, y sin perjuicio de las que estime oportunas el Instructor, interesa al derecho de esta parte se practiquen las siguientes diligencias de prueba, con citación a esta parte, a través de su Letrada, para estar representado en la práctica de las actuaciones:


1º.- INTERROGATORIO DE LOS DENUNCIADOS


2º.- DOCUMENTAL, consistente en los Documentos números 1 a 6 presentados junto con esta Denuncia.


3º.- MÁS DOCUMENTAL, consistente en que se libre atento oficio a la Junta de Castilla y León, a través de la Delegación Territorial Delegación Territorial de Palencia sita en la Avenida Casado del Alisal, nº 27, a fin de que:

·  Facilite el domicilio, denominación y representantes de las Juntas Agropecuarias Locales de Palencia que intervengan o hayan solicitado intervenir en la logística y en la distribución de la clorofacinona.
·  Informe donde se ha procedido a echar la clorofacinona y concretamente las fincas donde se ha distribuido y echado, su cabida, la dosis vertida y el nombre del propietario o agricultor que ha procedido a su vertido y distribución en las fincas afectadas.

4º.- PERICIAL, consistente en que por parte de las personas que a continuación se indican, sean citados a través de este Juzgado a fin de que 

- D. -------------------------------- en su calidad de Jefe del laboratorio del Instituto de Investigación en Recursos Cinegéticos, con domicilio en el Instituto de Investigación en Recursos Cinegéticos, Ronda de Toledo s/n, 13005 Ciudad Real, a fin de que informe sobre los peligros de la clorofacinona y cómo afecta este veneno al hábitat, fauna, recursos cinegéticos y, consecuentemente a la salud humana.


5º.- Todas las demás que se deriven de la práctica de aquellas.


Por todo ello, 


SUPLICO AL JUZGADO, que teniendo por presentado este escrito, junto con los documentos que con él se acompañan, se sirva admitirlo y en sus méritos tenga por interpuesta DENUNCIA contra, D.-----------------------------------Consejero de Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León, contra D.-------------------------------, Consejero de Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y León y contra Juntas Agropecuarias Locales de Palencia que intervengan o hayan solicitado intervenir en la logística y en la distribución de la clorofacinona, así como contra los agricultores o propietarios que hayan procedido al vertido de la clorofacinona en sus fincas, por los hechos contemplados el presente escrito de denuncia, acuerde su admisión, así como la incoación de las diligencias oportunas a fin de depurar las responsabilidades penales que en su caso correspondan.


Es Justicia que pido en ------------------------------------------- de dos mil siete.

